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VINCULACIÓN DE PROFESIONALES PARA LA ATENCIÓN DE PERSONAS CIEGAS Y SORDOCIEGAS / OBLIGACIÓN LEGAL. [E]l espíritu de la norma no es otro que equiparar las personas sordas y sordociegas con las que carecen de esa clase de limitaciones, fin que se logra eliminando las barreras que imponen la falta de audición y de visión, acudiendo a los mecanismos previstos por el legislador que les permita establecer canales de comunicación con su entorno, de manera tal que esa población pueda acceder en forma autónoma a los servicios que el Banco demandado ofrece. Así las cosas, surge evidente que el Banco Davivienda no ha cumplido con la totalidad previsiones que permitan el acceso de las personas ciegas y sordociegas al servicio público que ofrece. Puede entonces decirse que la entidad demandada no ha adoptado en su integridad las medidas previstas por la ley para restablecer el equilibrio roto en la prestación de los servicios que ofrecen a la población de que se trata. Por tanto, ha desconocido el derecho colectivo que tienen de acceder a ellos en forma eficiente y oportuna, de acuerdo con el literal j), artículo 4º de la ley 472 de 1998 y ha incumplido el compromiso social para respetar el derecho a la igualdad que demandan las personas con esa discapacidad. En consecuencia, le asistió razón al actor al formular la acción popular en procura de preservar los derechos de ese grupo poblacional. Sin embargo, se revocará el ordinal tercero que impuso como obligación a cargo de la entidad demandada, “realice la capacitación de un intérprete en lenguaje de señas”, porque no es eso lo que dispone la norma de que se trata, como lo alegó el recurrente en esta sede.
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RESUMEN DEMANDA PRESENTADA EL 26 DE MARZO DE 2015
HECHOS: La entidad demandada presta los servicios públicos en el inmueble ubicado en la calle 7ª No.7-16 del municipio de La Virginia, sin que cuente con un profesional intérprete, guía intérprete de planta y permanente, señales luminosas, sonoras y avisos visuales, para la atención de personas sordas, sordociegas o hipoacúsicas, como lo prevé el artículo 8 de la Ley 982. 

Considera lesionados los derechos colectivos consagrados en los literales m), d), i) de la Ley 472, Ley 982, artículo 13 de la Constitución Nacional, Ley 361, la Declaración de los Derechos Humanos, la Declaración de los Derechos del Deficiente Mental, la Declaración de los Derechos de las Personas con Limitación, el Convenio 159 de la OIT, la Declaración de Sundberg, proclamada en Torremolino, Declaración de las Naciones Unidad de las personas con limitación de 1983, la Recomendación 168 de la OIT de 1983 y la Ley 1145. 
PRETENSIONES: Ordenar al Banco Davivienda, sucursal de la calle 7ª No. 7-16 del municipio de La Virginia, contrate de planta un profesional intérprete y guía intérprete para personas ciegas y sordociegas y fije un aviso sobre el lugar donde serán atendidos, se le condene en costas y constituya una póliza para garantizar el cumplimiento de la orden impartida por el Funcionario Judicial.
RESPUESTA DE LA ACCIONADA: Refirió que todas las personas pueden acceder a los servicios financieros sin distinción alguna; que los usuarios sordos, sordociegos como hipoacúsicos son atendidos por los funcionarios de manera preferente, y al ingresar a las instalaciones del banco pueden identificar sin ninguna dificultad las señalizaciones para su atención, cumpliéndose así lo previsto en el artículo 8 de la Ley 982. Advierte que, las señales luminosas, sonoras, puerto para audífonos, teclado y leguaje braille, son características propias de los cajeros automáticos, y no del local donde prestan sus servicios financieros. Se opone a las pretensiones y como excepciones de fondo formuló las que denominó “INEXIGIBILIDAD DE LO PRETENDIDO”, “CUMPLIMIENTO DE LA LEY A PESAR DE SU INEXIGIBILIDAD HOY”, y “NO EXISTEN DERECHOS VULNERADOS O AMENAZADOS”.
SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA: Se profirió el 18 de febrero de 2016 (Folios 56 a 63). En ella, el señor Juez Promiscuo del Circuito de La Virginia, declaró no probadas las excepciones de fondo y ordenó al Gerente del Banco Davivienda SA, realizar la capacitación de un intérprete en lenguaje de señas, instalar las señales luminosas, sonoras, avisos visuales, para la sucursal de La Virginia; conformar un comité para verificar el cumplimiento de la decisión, y la condenó en costas 

Para decidir así, con apoyo en la inspección judicial y la información del director del banco, consideró que la existencia del convenio suscrito entre Davivienda y FENASCOL, resultaba insuficiente para suplir la exigencia legal de contar el servicio de intérprete y guía intérprete para la atención de las personas sordas, sordociegas e hipoacúsicos.
APELACIÓN. Ambas partes interpusieron recurso de apelación contra el fallo, pero el interpuesto por el demandante se declaró desierto.

Por su parte, el apoderado del banco alegó en esta sede. Sostuvo que el juzgado no analizó las excepciones que propuso. Leyó la decisión del ordinal segundo y dijo que parece ser una in genere sobre la que no hay precisión y uno se pregunta si se están violando los derechos de accesibilidad, a qué se le niega el acceso? Lee la tercera y dice: se está pidiendo la contratación de un intérprete en materia de lenguaje de señas y lo que se ordena es capacitar uno por parte de Davivienda que no es instituto linguístico. La sentencia es incongruente. Para llegar a esta parte resolutiva el juez de primera instancia se planteó el siguiente problema jurídico (lo lee) y afirma: esta pregunta puede ser objetada en cualquier diligencia de interrogatorio de parte y se dedica a criticar la forma como se formuló. Más adelante dijo, el cliente entra al banco sin ningún tropiezo, es una atención privilegiada, se indica donde se atiende a las personas en esas condiciones porque están preparados los funcionarios del banco. “(…) Para tales efectos, el banco celebró acuerdo con la Fundación Instituto de Audiología Proyecto de Inclusión Social, para realizar capacitación en lenguaje de señas”, sobre esto tampoco hubo ningún otro pronunciamiento. Sigo, “De igual manera celebró CONVENIO MARCO DE COOPERACIÓN INTERINSTITUCIONAL CELEBRADO ENTRE LA FEDERACIÓN NACIONAL DE SORDOS DE COLOMBIA Y EL BANCO FINANDINA, FENASCOL”. De las premisas fácticas, desarrolló ese aspecto diciendo que: “En la diligencia de inspección judicial, evidentemente la persona que lo atendió le dijo aquí no hay un profesional intérprete en lenguaje de señas, pero tenemos un mecanismo para proveerlo de ese elemento necesario y ordenado por la ley que es un intérprete y tenemos una planta digital vía internet, que es el resultado del convenio con FENASCOL donde el que requiere el intérprete se acerca al subdirector que está señalado y a través de video y audio la persona que requiere el lenguaje de señas se lo muestra a la persona que está allí, en el video, el del video le traduce al funcionario del banco que lo está atendiendo y le dice qué tipo de operación financiera va a realizar. Entonces el banco le responde, si tiene requisitos, cómo debe de hacerlo, si es muy compleja, además porque las operaciones de caja son muy básicas, pero el que la necesita, supongamos, entonces, el video y el audio, pero sobretodo el video le devuelve al que está necesitando el intérprete las señas necesarias para que escuche la respuesta del banco, entonces eso es lo que le ofrece el banco Davivienda en materia de lenguaje de señas. Entonces dice en la parte fáctica: “Para  este despacho, entonces, si queda en evidencia la falta de un profesional intérprete y guía intérprete de planta permanente, para atender a la población sorda, sordo ciega o hipoacúsicas” y continúa “Ante la prosperidad de las pretensiones que invocó el actor popular, el despacho considera que si bien es razonable que posea convenio con FENASCOL, pero hasta que no sea un hecho superado, el contar con un servicio de intérprete, no se pueden dan por probadas las excepciones, ni aceptar los argumentos propuestos por la parte accionada por cuanto la normatividad es muy clara al establecer que debe existir intérprete y guía de intérprete permanente para atender a las personas ciegas, sordociegas e hipoacúsicas”. De manera que entonces, .el señor Juez de primera instancia planteó un imperativo categórico, “to be or not to be…” no se entiende, es algo en inglés, es decir, está o no está el intérprete, esa es la expresión; yo necesito ver una persona de carne y hueso allí, que sea un intérprete, un profesional. Desafortunadamente entonces, no se tuvo en cuenta el principio de alternatividad que planteó la Ley 982, artículos 4, artículo 7 y artículo 8, donde señalaron lo siguiente, artículo 4: “cuando se necesite un intérprete, el Estado garantizará y proveerá la ayuda de intérpretes y guías intérprete idóneos para que sea este un medio a través del cual las personas sordas y sordociegas puedan acceder a todos los servicios que como ciudadanos colombianos les confiere la Constitución. Por ello el Estado organizará a través de entidades oficiales y a través de convenios con asociaciones de intérpretes y asociaciones de sordos la presencia de intérpretes y guías intérpretes, para el acceso a los servicios mencionados”; dice el artículo 7, también “Podrán ser suministrados directamente, o mediante convenio con federaciones o asociaciones de sordos, sordociegos, intérpretes, guía intérprete u otros organismos privados competentes”. El artículo 8 señaló de la Ley en comento 982 señaló: “Las entidades estatales y cualquier entidad que preste un servicio público incorporará paulatinamente”. Sobre eso hay una discusión, jurisprudencial se ha definido que ya el término “se incorporará paulatinamente” feneció porque lleva más de diez años, once años doce años largos, que ya es tiempo que esté, pero es una interpretación para que se pueda dar cumplimiento a la ley y dice “Las entidades estatales de cualquier orden, incorporan paulatinamente dentro de los programas de atención al cliente, el servicio de intérprete y guía intérprete para las personas sordas y sordociegas que lo requieran de manera directa o mediante convenios con organismos que ofrezcan tal servicio”. Obra dentro del expediente  una capacitación programada por la Fundación del Instituto de Audiología Proyecto de Inclusión Social, y fue totalmente desatendida, evaluada esta prueba, donde se trajo el convenio, donde se iba a preparar los empleados del banco se iban a capacitar en lenguaje de señas, se trajo el certificado de la Cámara de Comercio, donde se acreditaba que quien firmaba era el representante legal, eso no se tuvo en cuenta; se desatendió con las manifestaciones hechas, el convenio hecho con FENASCOL, todos en mayo del año pasado, del 2015, convenio que trajo como consecuencia, obviamente inmediata la implementación de este sistema, de una plataforma virtual a través de internet, o sea, entonces, se desatendió totalmente el acervo probatorio y para el señor Juez de primera instancia solo valía que estuviera una persona en carne, humana, un profesional que conociera el lenguaje de señas, fuera de lo cual no había salvación y repito, ignorando que había un principio de alternatividad para ser prestado a través de convenios que no tuvo en cuenta”. Pide revocar el fallo porque Davivienda ha cumplido.
SENTENCIA DE SEGUNDA INSTANCIA
Procede la Sala a decidir el recurso de apelación que interpuso el apoderado de la entidad demandada, frente a la sentencia proferida por el Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia, el 18 de febrero de 2016, en la acción popular que instauró el señor Javier Elías Arias Idárraga contra el Banco Davivienda SA.
1. El demandante está legitimado para promover la presente acción popular de conformidad con el numeral 1º del artículo 12 de la ley 472 de 1998 que autoriza iniciarla, entre otros, a toda persona natural, sin que sea necesario demostrar un interés especial diferente al de proteger los derechos colectivos.

Igualmente lo está el Banco Davivienda de acuerdo con el artículo 14 de la misma ley, según el cual la acción popular se dirigirá contra el particular, persona natural o jurídica, o la autoridad pública cuya actuación u omisión se considera que amenaza, viola o ha violado el derecho o interés colectivo y porque esa entidad fue citada como la persona jurídica que lesiona aquellos cuya protección se reclama.
2. Corresponde a esta Sala resolver si la entidad financiera demandada ha desconocido los derechos colectivos cuya protección invocó el demandante, como lo concluyó el juzgado de primera sede en la sentencia que se revisa, o si por el contrario, como lo alega la impugnante, garantiza el acceso a los servicios que ofrece en la calle 7 No. 7-16 del municipio de La Virginia, de las personas con limitaciones audiológicas o visuales.

3. Las acciones populares fueron consagradas en el artículo 88 de nuestra Constitución Nacional para la protección de los derechos e intereses colectivos. Esa disposición fue reglamentada mediante la Ley 472 de 1998 que la define en su artículo 2º como un mecanismo para la protección de los derechos e intereses de aquella naturaleza y que se ejerce para evitar el daño contingente, hacer cesar el peligro, la amenaza, la vulneración o agravio sobre tales derechos e intereses, o restituir las cosas a su estado anterior cuando fuere posible. 

El artículo 13 de la Constitución Política consagra como derecho fundamental el de la igualdad de todas las personas ante la ley e impone como obligación a cargo del Estado, promover las condiciones para que ese derecho sea real y efectivo, así como proteger a aquellas personas que por su condición económica, física o mental, se encuentren en circunstancias de debilidad manifiesta.

En armonía con ese precepto, el artículo 47 de la misma Carta expresa que corresponde al Estado adelantar una política de previsión, rehabilitación e integración social para los disminuidos físicos, sensoriales y psíquicos, a quienes se les debe prestar la atención especializada que requieran. 

En desarrollo de esas normas superiores, el legislador expidió la ley 361 de 1997 para proteger a una población minoritaria, en condiciones de vulnerabilidad, y en el artículo 2º impuso como obligación al Estado garantizar y velar “porque en el ordenamiento jurídico no prevalezca discriminación sobre habitante alguno en su territorio, por circunstancias personales, económicas, físicas, fisiológicas, síquicas, sensoriales y sociales” y en el 3º dispuso que “El Estado Colombiano inspira esta ley para la normalización social plena y la total integración de las personas con limitación …”.
Por su parte, el artículo 8º de la ley 982 de 2005 indica: “Las entidades estatales de cualquier orden, incorporan paulatinamente dentro de los programas de atención al cliente, el servicio de intérprete y guía intérprete para las personas sordas y sordociegas que lo requieran de manera directa o mediante convenios con organismos que ofrezcan tal servicio. De igual manera, lo harán las empresas prestadoras de servicios públicos, las Instituciones Prestadoras de Salud, las bibliotecas públicas, los centros de documentación e información y en general las instituciones gubernamentales y no gubernamentales que ofrezcan servicios al público, fijando en lugar visible la información correspondiente, con plena identificación del lugar o lugares en los que podrán ser atendidas las personas sordas y sordociegas.”.
De acuerdo con esa disposición, las entidades prestadoras de servicios públicos están en la obligación de proporcionar los servicios de intérprete y guía de intérprete a las personas que presenten limitaciones visuales y auditivas, fijando en lugar visible la información correspondiente, con identificación del lugar o lugares donde podrán ser atendidas. 

4. Para el juzgado, la entidad demandada no ha dado cumplimiento a la norma a que se hace referencia, pues de acuerdo con la inspección judicial practicada al lugar donde presta sus servicios, se constató que no cuenta con intérprete y guía intérprete de planta permanente, para atender la población sorda, sordo ciega o hipoacúsica, y aunque considera “razonable que posean un convenio con FENASCOL, pero hasta que no sea un hecho superado, el contar con el servicio de intérprete, no se pueden dar por probadas las excepciones”, porque la ley exige  intérprete y guía intérprete para atenderlas.
5. La parte demandada está inconforme con el fallo porque, como lo indicó al hacer los reparos contra esa providencia, no se valoraron de manera real y objetiva las pruebas, especialmente el acuerdo suscrito con la Fundación Instituto de Audiología, Proyecto de Inclusión Social y el convenio con FENASCOL, que constituyen medios alternativos para atender la exigencia impuesta por la norma de que se trata.

6. Con el escrito de contestación a la demanda se allegó una certificación expedida por el Director Ejecutivo de la Fundación Instituto de Audiología - Proyecto de Inclusión Social, suscrita el 7 de mayo de 2015, en la que se expresa que el Banco Davivienda iniciará con esa entidad el proceso de capacitación de lengua de señas colombiana, el 14 del mismo mes, en diferentes oficinas, dentro de las cuales se incluye la del municipio de La Virginia (folio 31, cuaderno 1).

Sin embargo, la circunstancia de que da cuenta ese documento, el que ni siquiera ordenó tener como prueba el funcionario de primera instancia, no satisface la obligación impuesta por el artículo 8º de la ley 982 de 2005 atrás referido.
Tampoco lo satisface el Convenio Marco de Cooperación Interinstitucional celebrado entre la Federación de Sordos de Colombia FENASCOL y el Banco Davivienda, que obra a folios 67 y 68 del cuaderno principal y que se incorporó al proceso porque así lo ordenó el juzgado en la inspección judicial que practicó. 

En efecto, su objetivo específico  es ejercitar acciones que contribuyan al acceso de la población sorda a los servicios de comunicación a través del servicio de interpretación en Línea-Siel, y para lo que al caso interesa, las obligaciones de FENASCOL son las de desarrollar un taller de inducción para personal de atención del Banco Davivienda que permita atender a la población sorda; remitir los casos que se requieran a la prestación del Servicio de Interpretación en Línea, SIEL y difundir en la página web de FENASCOL las acciones del banco Davivienda para promover la partipación y acceso de las personas sordas a los servicios liderados por el citado Banco.
Además  de que por ese convenio FENASCOL no se obligó a prestar el servicio de intérprete y guía intérprete para las personas sordo ciegas, pues solo lo hizo para quienes sean sordas, se suscribió el  27 de mayo de 2015, por el término de un año, prorrogable  por el mismo término si alguna de las partes  no indica lo contrario mediante comunicación escrita  dirigida a la otra, con treinta días de anticipación, como se pactó en la cláusula tercera, y en este caso se desconoce si está o no vigente.
Tampoco se demostró de manera idónea que cuente el banco accionado con la información sobre el lugar donde serán atendidas las personas destinatarias de la norma de que se trata, pues aunque una de las personas que declaró en la inspección judicial practicada dio cuenta de tal hecho, el titular del juzgado, pudiendo hacerlo, no lo constató.
Y sea esta la oportunidad para llamar la atención de ese funcionario,  que dentro de tal inspección judicial escuchó en declaración a los señores Simón Diego Ramírez Giraldo, director de oficina de la entidad demandada y al señor Luis Alejandro Castro Giraldo, director administrativo de la misma entidad, sin decretar su testimonio y sin cumplir ninguna de las formalidades propias de esa prueba, que consagraban los artículos 227 y 228 del Código de Procedimiento Civil, vigentes para la fecha en que se practicó. Por todas esas razones, se concluye que se trata de una prueba nula, de pleno derecho, porque se obtuvo con violación al debido proceso, de acuerdo con el último inciso del artículo 29 de la CN; así también la consagran en la actualidad los artículos 14 y 164 del CGP. 
En consecuencia, aunque el último de esos funcionarios del Banco explicó al juzgado la forma como funcionaba el sistema de comunicación con personal de FENASCOL respecto del convenio de que se viene haciendo mención, sus expresiones no pueden ser apreciadas.

El juzgado, de otro lado, tampoco verificó si por ese medio resultaba posible brindar atención a las personas sordas. 

De acuerdo con las pruebas que se vienen mencionado, puede decirse que de estar vigente el convenio interadministrativo que celebraron la entidad demandada y FENASC0L, solo se estaría atendiendo de manera parcial el artículo 8º de  la ley 982 de 2005, en cuanto al servicio de intérprete para las personas sordas que requieren de los servicios que ofrece el banco, porque no es esa la única obligación que impone ese precepto para garantizar la igualitaria prestación del servicio a las personas con discapacidad auditiva y visual. 
Esa disposición, como quedó visto, manda contar con el servicio de intérprete y guía intérprete para las personas sordas y sordociegas que lo requieran de manera directa o mediante convenios con organismos que ofrezcan tal servicio, con plena identificación del lugar o lugares en los que podrán ser atendidas, y de la satisfacción total de tal presupuesto no dan cuenta las pruebas referidas, que solo acreditan la existencia de un convenio de intérprete para las personas sordas, y eso, de hallarse vigente.
Y es que el espíritu de la norma no es otro que equiparar las personas sordas y sordociegas con las que carecen de esa clase de limitaciones, fin que se logra eliminando las barreras que imponen la falta de audición y de visión, acudiendo a los mecanismos previstos por el legislador que les permita establecer canales de comunicación con su entorno, de manera tal que esa población pueda acceder en forma autónoma a los servicios que el Banco demandado ofrece. 

Así las cosas, surge evidente que el Banco Davivienda no ha cumplido con la totalidad previsiones que permitan el acceso de las personas ciegas y sordociegas al servicio público que ofrece. 

Puede entonces decirse que la entidad demandada no ha adoptado en su integridad las medidas previstas por la ley para restablecer el equilibrio roto en la prestación de los servicios que ofrecen a la población de que se trata. Por tanto, ha desconocido el derecho colectivo que tienen de acceder a ellos en forma eficiente y oportuna, de acuerdo con el literal j), artículo 4º de la ley 472 de 1998 y ha incumplido el compromiso social para respetar el derecho a la igualdad que demandan las personas con esa discapacidad.  

En consecuencia, le asistió razón al actor al formular la acción popular en procura de preservar los derechos de ese grupo poblacional. Sin embargo, se revocará el ordinal tercero que impuso como obligación a cargo de la entidad demandada, “realice la capacitación de un intérprete en lenguaje de señas”, porque no es eso lo que dispone la norma de que se trata, como lo alegó el recurrente en esta sede.
También, y por la misma razón, se revocará la orden impuesta en el mismo ordinal, de “colocar las respectivas señales luminosas, sonoras, avisos visuales”. En efecto, el artículo 15 de la ley citada dice: “Todo establecimiento o dependencia del Estado y de los entes territoriales con acceso al público, deberá contar con señalización, avisos, información visual y sistemas de alarmas luminosas aptos para su reconocimiento por personas sordas, sordociegas e hipoacúsicas”. Por tanto, esa disposición no se aplica a entidad como la aquí demandada, porque no es su destinataria. 
Bajo esas condiciones, y ante la orden que contiene el fallo que se revisa, en cuanto a que impuso al Banco demandado obligaciones que no le corresponde asumir, ha de remediarse la situación por medio de esta providencia, teniendo en cuenta además que con atenderse las obligaciones que impone el artículo 8º de la ley 982 de 2015, se garantizan los derechos de las personas que la norma busca proteger, sin que sea necesario también observar las que impone el artículo 15 a otra clase de entidades.
No serán analizados los demás argumentos expuestos por el apoderado de la parte demandada al sustentar el recurso en esta sede, porque no fueron objeto de reparo al impugnar la sentencia en primera sede, acto en el que como ya se indicó, solo dijo que no se valoraron el acuerdo celebrado por la demandada con el Instituto de Audiología – Proyecto de Inclusión Social ni el acuerdo con FENASCOL, que son alternativas para atender la exigencia de la última norma citada, aspectos estos a los que se hizo referencia al sustentar el recurso ante este tribunal y que la Sala comparte, pues no exige la norma en cita que deba satisfacerse la obligación de que se trata, exclusivamente, mediante la contratación de guías y guías intérpretes; por el contrario, permite hacerlo mediante convenios con quienes puedan prestar ese servicio.
De conformidad con lo expuesto, se confirmará la sentencia que se revisa, excepto el ordinal tercero que se revocará porque los mandatos impuestos no guardan relación con la obligación que ordena acatar el artículo 8o de la ley tantas veces citada. En su lugar, se ordenará al banco demandado que dentro de los treinta días siguientes a la ejecutoria de esta sentencia, si aún no lo ha hecho, incorpore dentro de su programa de atención al cliente, el servicio de profesional intérprete y guía intérprete para personas sordas y sordociegas, de manera directa, o mediante convenios con organismos que ofrezcan tal servicio, fijando en lugar visible la información correspondiente con identificación del lugar o lugares donde podrán ser atendidas. 
Sin costas en esta sede, porque la sentencia que se revisa no será totalmente confirmada. (Numeral 3º del artículo 365 del CGP).

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Civil - Familia, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,  

F A L L A   :

1° CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia, el 18 de febrero de 2016, en la acción popular instaurada por el señor Javier Elías Arias Idárraga contra la sucursal del Banco Davivienda ubicada en la calle 7 No. 7-16 de esa municipalidad, excepto el ordinal tercero que SE REVOCA. En su lugar, se ordena a la entidad demandada que dentro de los treinta días siguientes a la ejecutoria de esta sentencia, si aún no lo ha hecho, incorpore dentro de su programa de atención al cliente, el servicio de profesional intérprete y guía intérprete para personas sordas y sordociegas, fijando en lugar visible la información correspondiente con identificación del lugar o lugares donde podrán ser atendidas. 

2º Sin costas en esta instancia.
Por su pronunciamiento oral, las anteriores decisiones quedan notificadas en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente, se termina.

Los Magistrados,

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS        
DUBERNEY GRISALES HERRERA

EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS

1

